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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA
SALA DE DECISIÓN PENAL
M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, seis (6) de julio de dos mil dieciséis (2016)
Aprobado por Acta No.602
Hora: 10:00 a.m.
1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver la impugnación presentada por el abogado Juan Camilo Salazar Carrillo, apoderado judicial de la señora María Adalfeny Zapata Rendón en contra del fallo emitido el 13 de mayo de 2016 por  Juzgado 3º  Penal del Circuito de Pereira, Risaralda, dentro de la acción de tutela instaurada en contra del COLPENSIONES.

2. RESUMEN DE LOS ANTECEDENTES 
2.1. De acuerdo con lo narrado por el abogado Salazar Carrillo, su mandante, señora María Adalfeny Agudelo Quintero, nació el 29 de marzo de 1953, por lo tanto, cuenta con 63 años de edad, quien para el 1º de abril de 1994 entrada en vigencia de la ley 100 de 1993 tenía 35 años de edad, razón por la cual es beneficiaria del régimen de transición, de conformidad con el artículo 36 de la mencionada norma y para esa fecha tiene cotizadas 891.85 semanas.
Indicó que la señora Salazar Carrillo con ocasión a su trabajo, fue trasladada al régimen de ahorro individual RAIS al fondo de pensiones y cesantías PORVENIR “sin su consentimiento”.
Señaló que el 20 de mayo de 2014 la señora Zapata Rendón solicitó ante COLPENSIONES el reconocimiento y pago de su pensión de vejez, la cual fue negada mediante la Resolución GNR24616 del 4 de febrero de 2015 con fundamento en que la misma se encuentra en el RAIS.

Informó que el 23 de diciembre de 2015 la señora Zapata Rendón presentó solicitud ante COLPENSIONES tendiente a que se autorizara su traslado al régimen administrado por esa entidad, ya que para el 1º de abril de 1994 contaba con 15 años cotizados, lo cual fue rechazado con base en que la afiliación al sistema de la actora presenta algunas inconsistencias.

Por lo anterior, el apoderado de la accionante consideró que han pasado 4 meses sin que COLPENSIONES y PORVENIR hayan realizado los trámites administrativos necesarios para obtener el traslado definitivo de régimen, causándole un perjuicio irremediable, toda vez que la misma cumple con todos los requisitos exigidos por la ley y la jurisprudencia constitucional, según sentencias C-789 de 2002, C-1024 de 2004, SU-062 de 2010 y SU-130 de 2015.
2.2.  Por lo anterior, solicitó: i) tutelar los derechos al mínimo vital, dignidad humana, igualdad, petición, seguridad social a la señora María Adalfeny Zapata Rendón, los que considera están siendo vulnerados tanto por PORVENIR S.A. como por COLPENSIONES; ii) ordenar a  PORVENIR S.A y a COLPENSIONES que realicen todos los trámites administrativos necesarios para el traslado efectivo hacia el régimen de prima media con prestación definida de la señora Zapata Rendón.
2.3.  Se tuvieron como pruebas las aportadas por la  parte accionante (Fls. 13-51)
3. RESPUESTAS A LA DEMANDA 
3.1.  PORVENIR S.A.

Indicó que la señora María Adalfeny Zapata Rendón suscribió de manera libre y voluntaria el formulario de solicitud de vinculación a ese fondo. Además, como la accionante nació el 29 de marzo de 1953, se encuentra inhabilitada para trasladarse del régimen por estar a menos de 10 años para tener derecho a la pensión de vejez.

Señaló que según la historia laboral emitida por la OBP, la actora al 1º de abril de 1994 no tiene 15 años o más cotizados, por lo que no procedería el traslado de régimen. En cuanto a los tiempos laborados con anterioridad a esa fecha con los Hospitales San Vicente de Paul y el Departamental San Juan de Dios, en el sector público, la reconstrucción de la historia laboral debe estar soportada con las certificaciones expedidas por cada uno de los empleadores en original, es decir, deben cumplir con las especificaciones del literal C inciso 4º del artículo 48 del Decreto 1748 de 1995 modificado por el artículo 20  del Decreto 1513 de 1998.

Por lo anterior, informó que Porvenir procedió a registrar el vínculo laboral con los hospitales mencionados en la “historia laboral Recordada” de la señora Zapata Rendón, el cual debe ser certificado por la OBP y por lo tanto, se remitió la información de tal vínculo a CENISS Centro Único de Certificantes no ISS, para que proceda a solicitar las certificaciones bajo los parámetros de ley y efectúe la respectiva validación y cargue de las mismas en la página interactiva de la OBP.  Por lo tanto,  una vez recibidas las certificaciones originales y éstas sean cargadas en la historia laboral para el bono pensional, PORVERNIR efectuará nuevamente el estudio del cumplimiento de los requisitos legales para el traslado de régimen de la actora.

Igualmente, expuso que la controversia suscitada por la actora no es susceptible de ser reclamada por medio de la acción de tutela por cuanto no guarda relación con afectación a derechos fundamentales, la cual debe ser dirimida en la jurisdicción ordinaria laboral por tratarse de un conflicto entre dos entidades administradoras del SGSS y sus afiliados, de donde no se advierte un perjuicio irremediable a la actora, quien no acreditó tal situación, por lo que consideró que esa entidad no ha vulnerado derechos fundamentales a la accionante y solicitó que se desestimen  sus pretensiones.
Manifestó que no obstante lo anterior, si el Despacho consideraba que el traslado de régimen a la accionante, solicitó que se ordene a COLPENSIONES que acepte el mismo (Fls. 56-61).
3.2. COLPENSIONES SEDE BOGOTÁ

Se pronunció luego de proferido el fallo de primera instancia, por lo tanto, no se tendrá en cuenta dicha respuesta, por ser extemporánea (Fls. 82-84).
4. DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA

Mediante sentencia del 13 de mayo de 2016 el Juzgado 3º Penal del Circuito de Pereira se abstuvo de tutelar los derechos fundamentales invocados por la accionante, habida cuenta que consideró que la accionante no se encuentra ante un perjuicio irremediable que vulnere sus derechos fundamentales, ni existe una condición especial que le impida a la actora acudir a la jurisdicción ordinaria para hacer efectiva sus pretensiones.  Además, porque no encontró probado que la accionante hubiera presentado ante Porvenir algún petición de pensión de vejez ni de cambio de régimen (folios 76 y 77).
La notificación del fallo fue dirigida a la señora María Adalfeny Zapata Rendón a la dirección calle 18 No.6-63 oficina 204 y fue recibido el 23 de mayo de 2016 (folio 89).
5. SINOPSIS DE LA IMPUGNACIÓN

Dentro del término para presentar la impugnación al fallo de primera instancia, el 23 de mayo de 2016 el abogado Salazar Carrillo  allegó escrito mediante el cual indicó que en la demanda de tutela no se solicitó la pensión de vejez, sino el traslado de régimen pensional, tema que ha sido tratado y cotejado por la Corte Constitucional, razón por la cual el objeto de la acción de tutela si es de índole constitucional y puede ser estudiado de fondo, según lo referido en las Sentencias C-789 de 2002, C-1024 de 2004, SU-062 de 2010 y la SU-130 de 2013, en los que se fijan los parámetros necesarios para el traslado de régimen pensional, por lo tanto, debe existir una decisión de fondo y acorde a lo solicitado, teniendo en cuenta que la actora cumple con todos los requisitos para devolverse al régimen de prima media con prestación definida. 
Por lo anterior, solicitó que se revoque el fallo de tutela de  primera instancia y se ordene a COLPENSIONES y a PORVENIR S.A. que realicen todos los trámites administrativos necesarios para el traslado de régimen pensional (folios 91-93).
6. CONSIDERACIONES DE LA SALA

6.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción, de conformidad con lo  establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N.

6.2. Le corresponde determinar a esta Corporación si la decisión adoptada en primera instancia se hizo observando los parámetros legales y constitucionales o si hay lugar a revocarla, tal como lo solicitó la apoderada de la accionante. 

6.3.  La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en su artículo 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.
6.4. Sea  lo primero indicar que la Corte Constitucional ha identificado seis causales  específicas de  improcedencia de la tutela, que son las siguientes:

i) Existencia de otro medio de defensa judicial.

ii) Existencia del Habeas Corpus.

iii) Protección de derechos colectivos.

iv) Casos de daño consumado.

v) Tutela frente a actos de carácter general, impersonal y  abstracto.

vi) A su vez se han considerado como causales de improcedencia de la tutela, el incumplimiento del principio de inmediatez
;  la  tutela contra sentencias de tutela
 y la tutela temeraria
.

6.5. La acción de amparo se encuentra regida por el principio de subsidiariedad, ya que no se puede acudir a la tutela para suplantar los medios judiciales existentes
, lo cual  obliga al juez a verificar si el medio ordinario resulta idóneo y eficaz para proteger las garantías del actor, con el fin de establecer la procedencia de la tutela.

6.6. La seguridad social como derecho constitucional fundamental y su protección por medio de la acción de tutela (SU-060 de 2010):
 “4.- La seguridad social se erige en nuestro ordenamiento jurídico como un derecho constitucional a cuyo cumplimiento se compromete el Estado, según se sigue de la lectura del artículo 48 superior, el cual prescribe lo siguiente: “Se garantiza a todos los habitantes el derecho irrenunciable a la seguridad social”[2]. 

 La protección que le otorga el ordenamiento constitucional al derecho a la seguridad social se complementa y fortalece por lo dispuesto en el ámbito internacional pues son varios los instrumentos internacionales que reconocen el derecho de las personas a la seguridad social[3]. El artículo 16 de la Declaración Americana de los Derechos de la Persona afirma que: 

 “Artículo XVI. Toda persona tiene derecho a la seguridad social que le proteja contra las consecuencias de la desocupación, de la vejez y de la incapacidad que, proveniente de cualquier otra causa ajena a su voluntad, la imposibilite física o mentalmente para obtener los medios de subsistencia”. 
De manera similar, el artículo 9 del Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en Materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales prescribe:  

 “Artículo 9. Derecho a la Seguridad Social. 1. Toda persona tiene derecho a la seguridad social que la proteja contra las consecuencias de la vejez y de la incapacidad que la imposibilite física o mentalmente para obtener los medios para llevar una vida digna y decorosa. En caso de muerte del beneficiario, las prestaciones de seguridad social serán aplicadas a sus dependientes. (…)”
6.7. SOLUCIÓN AL CASO EN CONCRETO
6.7.1 De conformidad con lo expuesto por el impugnante, observa la Sala que su pretensión principal está encaminada a que por esta vía constitucional se ordene el traslado a la señora María Adalfeny Zapata Rendón del régimen de ahorro individual con solidaridad RAIS administrado en este caso por PORVERNIR S.A. al régimen de prima media con prestación definida RPM de COLPENSIONES, por considerar que su mandante es beneficiaria del régimen de transición.

6.7.2.  El juez de primera instancia declaró improcedente la acción de tutela presentada por el abogado de la señora Zapata Rendón por cuanto consideró que la accionante contaba con otro medio judicial de defensa para solicitar el traslado de régimen pensional; sin embargo, la jurisprudencia de la Corte Constitucional ha señalado que la ineficacia de los instrumentos ordinarios puede derivarse de tres supuestos de hecho en concreto: “(i) cuando se acredita que a través de estos le es imposible al actor obtener un amparo integral a sus derechos fundamentales y, por tanto, resulta indispensable un pronunciamiento por parte del juez constitucional que resuelva en forma definitiva la litis planteada; (ii) cuando se evidencia que la protección a través de los procedimientos ordinarios no resulta lo suficientemente expedita como para impedir la configuración de un perjuicio de carácter irremediable, caso en el cual el juez de la acción de amparo se encuentra compelido a efectuar una orden que permita la protección provisional de los derechos del actor, mientras sus pretensiones se resuelven ante el juez natural; y (iii) cuando la persona que solicita el amparo ostenta la condición de sujeto de especial protección constitucional y, por tanto, su situación requiere de una especial consideración.” (Subrayas propias)
En tal sentido, como la señora Zapata Rendón actualmente cuenta con 63 años de edad, por haber nacido el 29 de marzo de 1953, lo que se desprende de la copia de su cédula de ciudadanía visible a folio 12, la misma es considerada por la jurisprudencia constitucional como un sujeto de especial protección por parte del Estado, circunstancia que hace viable el estudio de su reclamación, aun cuando el debate suscitado sea índole legal, de acuerdo a la jurisprudencia de la Corte Constitucional que en la Sentencia T-343 de 2014 estudió el caso en concreto de una persona que contaba con 61 años de edad, a quien se le otorgó el amparo y en la aclaración del voto de dicha providencia, el Magistrado Mauricio González Cuervo indicó lo siguiente:

“(…)  Uno de los sustentos de la Sala para conceder la tutela fue la pertenencia del accionante, de 61 años
, a la tercera edad, un grupo que por expresa disposición constitucional goza de protección especial
. Al respecto, y si bien es claro que “[l]a tercera edad exige el respeto y la consideración de la sociedad y la gestión efectiva del Estado Social de Derecho, que no pueden eludir sus responsabilidades en la preservación de una vida digna de personas cuya debilidad es manifiesta”
, la Constitución no definió la edad en la que se inicia esta fase de la vida y por ende, empieza la protección especial. Como consecuencia de dicha indeterminación, esta Corporación estableció como criterio útil
 para delimitar la pertenencia a la tercera edad, el hecho de sobrepasar la edad de expectativa de vida para los colombianos, que se fijó en 71 años
. 

Cabe recordar que si bien la procedencia de la acción de tutela para resolver controversias relacionadas con el reconocimiento y pago de prestaciones económicas procede excepcionalmente en situaciones que involucren a personas de la tercera edad,  no es menos cierto que no se excluye de manera alguna a aquellos individuos que no pertenecen a ella
, pues esta Corporación ha reconocido que la acción de tutela opera igualmente cuando se verifique la afectación al mínimo vital, siendo deber del juez “el individualizar la situación particular de cada peticionario a fin de comprobar si se dan las circunstancias materiales que impliquen la vulneración del mínimo vital, v. gr. que la pensión sea el único medio material de subsistencia y que la omisión en su pago derive en una situación crítica al demandante”
. 

6.7.3. Aclarado lo anterior, en el caso sub examine la Sala observa que de acuerdo a las pruebas allegadas con el escrito de demanda de tutela, se tiene que la señora Zapata Rendón laboró como auxiliar de enfermería para la ESE Hospital San Vicente de Paul de Anserma, Caldas, dentro del período comprendido entre el 01/01/1967 al 30/11/1975 (Fls. 24-35) y en el Hospital Departamental San Juan de Dios ESE de Caldas en los ciclos del 01/09/1976  al 31/12/1977 y del 03/01/1978 al 06/02/1985 (Fls. 38-48), lo que indica en  principio que al 1º  de abril de 1994 contaba con más de 15 años cotizados al sistema, que equivalen a más de 750 semanas, lo que la hace beneficiaria del régimen de transición con fundamento en la línea jurisprudencial trazada por la Corte Constitucional en la Sentencia SU-130 de 2013 en la que dicho Tribunal recogió sus pronunciamientos anteriores para concluir que sólo pueden trasladarse de régimen “en cualquier tiempo” aquellas personas con derecho a la transición que cumplieron el requisito de las 750 semanas al 1º  de abril de 1994, pero no aquellas otras que obtuvieron su régimen de transición con fundamento únicamente en el requisito de la edad. Al respecto, indicó lo siguiente: 

“(…) Así las cosas, más allá de la tesis jurisprudencial adoptada en algunas decisiones de tutela, que consideran la posibilidad de trasladado “en cualquier tiempo”, del régimen de ahorro individual al régimen de prima media, con beneficio del régimen de transición para todos los beneficiarios de régimen, por edad y por tiempo de servicios, la Corte se aparta de dichos pronunciamientos y se reafirma en el alcance fijado en las sentencias de constitucionalidad, en el sentido de que solo pueden trasladarse del régimen de ahorro individual al régimen de prima media, en cualquier tiempo, conservando los beneficios del régimen de transición, los afiliados con 15 años o más de servicios cotizados a 1° de abril de 1994.

(…)

Bajo ese contexto, y con el propósito de aclarar y unificar la jurisprudencia Constitucional en torno a este tema, la Sala Plena de la Corte Constitucional concluye que únicamente los afiliados con quince (15) años o más de servicios cotizados a 1° de abril de 1994, fecha en la cual entró en vigencia el SGP, pueden trasladarse “en cualquier tiempo” del régimen de ahorro individual con solidaridad al régimen de prima media con prestación definida, conservando los beneficios del régimen de transición. Para tal efecto, deberán trasladar a él la totalidad del ahorro depositado en la respectiva cuenta individual, el cual no podrá ser inferior al monto total del aporte legal correspondiente en caso de que hubieren permanecido en el régimen de prima media. De no ser posible tal equivalencia, conforme quedó definido en la Sentencia C-062 de 2010, el afiliado tiene la opción de aportar el dinero que haga falta para cumplir con dicha exigencia, lo cual debe hacer dentro de un plazo razonable (…)” (Subrayas fuera del texto original)
Pese a lo anterior, este Tribunal no encuentra dentro de la foliatura prueba alguna que permita inferir que la accionante hubiera presentado ante PORVENIR S.A. las certificaciones laborales expedidas por los diferentes empleadores en original, requisito necesario para que ese fondo realice un nuevo  estudio a la solicitud de traslado de régimen de la actora, en cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 20 del Decreto 1513 de 1998.

Por lo tanto, la Sala concluye que las entidades demandadas no han vulnerado los derechos fundamentales invocados por la señora Zapata Rendón, quien se encuentra en la obligación de aportar todos los documentos ante PORVENIR S.A. por ser la administradora de fondos de pensiones donde se encuentra actualmente afiliada.  De tal manera, que mal haría esta instancia en sede de tutela ordenar el traslado de fondo pensional a la actora sin tener la certeza de la observancia de todos los requerimientos legales que se exigen para que proceda el mismo. Es decir, que al no estar probada una actuación u omisión por parte de las accionadas, lo solicitado en la acción de tutela no conlleva a la supuesta amenaza o vulneración de las garantías fundamentales y en tal sentido, no hay razón para que proceda el amparo reclamado.  Al respecto, existe jurisprudencia de la Corte Constitucional que hace alusión a la improcedencia de la acción de tutela ante la inexistencia de una conducta respecto de la cual se pueda efectuar el juicio de vulnerabilidad de derechos fundamentales, en tal sentido, en la Sentencia T-130 de 2014, se reiteró lo siguiente:
“El objeto de la acción de tutela es la protección efectiva, inmediata, concreta y subsidiaria de los derechos fundamentales, “cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad  pública o de los particulares [de conformidad con lo establecido en el Capítulo III del Decreto 2591 de 1991. Así pues, se desprende que el mecanismo de amparo constitucional se torna improcedente, entre otras causas, cuando no existe una actuación u omisión del agente accionado a la que se le pueda endilgar la supuesta amenaza o vulneración de las garantías fundamentales en cuestión.
 (...) 

En suma, para que la acción de tutela sea procedente requiere como presupuesto necesario de orden lógico-jurídico, que las acciones u omisiones que amenacen o vulneren los derechos fundamentales existan (…)” ya que “sin la existencia de un acto concreto de vulneración a un derecho fundamental no hay conducta específica activa u omisiva de la cual proteger al interesado (…)”.   
 Y lo anterior resulta así, ya que si se permite que las personas acudan al mecanismo de amparo constitucional sobre la base de acciones u omisiones inexistentes, presuntas o hipotéticas, y que por tanto no se hayan concretado en el mundo material y jurídico, “ello resultaría violatorio del debido proceso de los sujetos pasivos de la acción, atentaría contra el principio de la seguridad jurídica y, en ciertos eventos, podría constituir un indebido ejercicio de la tutela, ya que se permitiría que el peticionario pretermitiera los trámites y procedimientos que señala el ordenamiento jurídico como los adecuados para la obtención de determinados objetivos específicos, para acudir directamente al mecanismo de amparo constitucional en procura de sus derechos”.
6.7.4. Aunado a lo anterior,  en el presente asunto el apoderado de la señora Zapata Rendón no allegó prueba  alguna que permita deducir que su mandante se encuentre ante un perjuicio irremediable que amerite excepcionalmente la protección de los derechos fundamentales invocados.  Es decir, que  la accionante no llevó al convencimiento del juez de tutela alguna lesión o puesta en peligro inminente de sus prerrogativas constitucionales para obtener la protección de los mismos.  
Frente a la procedencia excepcional de la acción de tutela cuando se esté frente a un perjuicio irremediable, la jurisprudencia de la Corte Constitucional ha precisado que únicamente se considerará que tal es la magnitud cuando, “dadas las circunstancias del caso particular, se constate que (iii) el daño es cierto e inminente, esto es, que no se debe a conjeturas o especulaciones, sino que se halla sustentado en la apreciación razonable de hechos reales y apremiantes; (iv) que involucra gravedad, desde el punto de vista de su incontrastable trascendencia y de la naturaleza del derecho fundamental que lesionaría; y (v) de urgente atención, en el sentido de que sea necesario e inaplazable precaverlo o mitigarlo, evitando que se consume una lesión antijurídica de connotación irreparable”
.
Consecuente con lo anterior y por las razones ahora indicadas, la Sala  confirmará la decisión de primera instancia.
DECISIÓN

Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida el 13 de mayo de 2016 por el Juzgado 3º Penal del Circuito de Pereira dentro de la acción de tutela interpuesta por el apoderado judicial de la señora María Adalfeny Zapata Rendón en contra de Colpensiones y Porvenir S.A.
SEGUNDO: Notificar a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ 

Secretaria
� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-1.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-2.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-3.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-4.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-5.


� Sentencia T - 903 de 2008 entre otras.


� Sentencia T - 1219 de 2001


� Decreto 2591 de 1991, artículo 38. Sentencia T-407 de 2005 entre otras.


� Sentencia T-409 de 2008 


� Sentencia T-011 de 1997 entre otras.


� Folio 2 de la Sentencia.


� Es así como el Art. 46 de la Carta dispone que “El Estado, la sociedad y la familia concurrirán para la protección y la asistencia de las personas de la tercera edad y promoverán su integración a la vida activa y comunitaria”, a la vez que el Art. 13 de la Constitución impone el deber para el Estado de proteger “especialmente a aquellas personas que por su condición económica, física o mental, se encuentren en circunstancia de debilidad manifiesta y sancionará los abusos o maltratos que contra ellas se cometan.”. Esta protección especial ha sido desarrollada extensamente por la jurisprudencia de esta Corporación.


� Sentencia T-489 de 1999.


� Al respecto cabe aclarar que, si bien se fijó este criterio como guía para determinar la pertenencia del accionante a la tercera edad, lo anterior no obsta para que el juez, al evaluar las circunstancias concretas del caso, pueda establecer que una persona pueda ser beneficiaria de una especial protección constitucional, situación en la cual le corresponderá argumentar las razones en las que se basa para hacer tal inclusión.


� Al respecto ver, entre otras, las sentencias T-463 de 2003, T-1226 de 2000, T-456 de 1994, T-425 de 2004, T-463 de 2004 y T-634 de 2008.


� Ver Sentencia T-522 de 2006


� Ibíd.


� Ver Sentencia T-742 de 2011 
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